
 
 

 
 
 
 
 
 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

        Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                                SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, TRES (3) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024). 
 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 
RADICACIÓN: 08758-31-12-002-2024-00060-00 
ACCIONANTE: ANA MILENA PRIETO PATERNINA 
ACCIONADO: JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la ACCIÓN DE TUTELA incoada por el señor ANA MILENA PRIETO 
PATERNINA, en contra del JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD por la presunta vulneración de su derecho 
fundamental al MINIMO VITAL Y DIGNIDAD HUMANA 
 

ANTECEDENTES 
 
La parte accionantes expresa como fundamentos del libelo incoatorio los siguientes: 
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PRETENSIONES 
 
Con  fundamento  en  los  argumentos  antes  esgrimidos,  solicita : 
 

 
 

ACTUACIONES 
 

La presente acción de tutela correspondió por reparto a esta agencia judicial, siendo 
admitida a través de providencia calendada 14 de marzo de 2024, ordenándose correr 
traslado al accionado a fin de que ejerciera su derecho a la defensa. Además vincula al 
trámite a FINTRA, UNIVERSIDAD SIMON BOLIVAR Y A JOSE LUIS GOMEZ OLARTE 
Informe allegado en los siguientes términos: 
  
INFORME JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 
MULTIPLES DE SOLEDAD  
MARTA ROSARIO RENGIFO BERNAL, en calidad de Juez, manifestó: 
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INFORME FINTRA S.A – JOSE LUIS GOMEZ OLARTE 
JORGE LUIS MORENO CARRASQUILLA en calidad de apoderado, manifestó: 
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INFORME UNIVERSIDAD SIMON BOLIVAR  
ROBINSON NEIRA RODRIGUEZ en calidad de Coordinador Jurídico, manifestó: 
 

 

 

 
 

 
PROBLEMA JURÍDICO 

 
De conformidad con lo preceptuado, corresponde determinar lo siguiente:  
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¿Es procedente la acción de tutela para amparar el derecho fundamental a la dignidad 
humana y, mínimo vital invocado por ANA MILENA PRIETO PATERNINA en contra del 
JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD con ocasión del embargo de su cuenta de nómina? 
 

   FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 29 y 86 de la Constitución Política, 
Decreto 2591 de 1991. Sentencia No. C-543/92, T- 231/94, T- 118/95, T- 492/95, SU 542/99, 
T-200/2004, T- 774/2004, T-106/2005, T-315/2005, C 590/2005, T-060- 2016, entre muchas 
otras. 
 

CONSIDERACIONES  
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, así 
se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger estrictamente 
estas garantías que se vean vulnerados por la acción u omisión de cualquier persona. 
 
Se enuncia el estudio de los derechos fundamentales invocados:  
 
MINIMO VITAL El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte como "la porción 
de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus 
necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los 
servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya 
titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor 
fundante del ordenamiento jurídico constitucional". 
 
La jurisprudencia constitucional ha reiterado que el mínimo vital es un derecho fundamental, 
el cual se deriva directamente del Estado Social de Derecho y se encuentra relacionado 
estrechamente con la dignidad humana, como valor fundante del ordenamiento jurídico, así 
como con la garantía del derecho a la vida misma, a la salud, al trabajo y a la seguridad 
social. En este sentido, en concepto de la Corte Constitucional, el derecho fundamental al 
mínimo vital “constituye la porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están 
destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la 
vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la 
atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el 
derecho a la dignidad humana, valor fundante del ordenamiento jurídico constitucional”3 
 
Con respecto al contenido del derecho al mínimo vital, para la Corte es claro, que el mismo 
no se agota con la satisfacción de las necesidades mínimas de la persona, o de su grupo 
familiar, que simplemente le procure la mera subsistencia. Por el contrario, tiene un 
contenido mucho más amplio, en cuanto comprende tanto lo correspondiente a la 
satisfacción de las necesidades básicas de las personas para su subsistencia, como lo 
necesario para procurarle una vida en condiciones dignas, lo cual implica la satisfacción de 
necesidades tales como alimentación, vestuario, 
salud, educación, vivienda, recreación y medio ambiente, que consideradas todas 
en su conjunto, constituyen los presupuestos para la construcción de una calidad de 
vida aceptable para los seres humanos4 
. 
Para dimensionar correctamente el citado derecho, es necesario tener en cuenta que él 
debe ser considerado frente a un caso en concreto y no en abstracto, lo cual implica una 
valoración cualitativa, y no cuantitativa del contenido del mínimo vital de cada persona en 
un determinado caso concreto, de acuerdo con sus condiciones sociales, económicas y 
personales. Lo anterior significa, que el juez frente aun caso concreto, en el que se solicita 
protección para el derecho fundamental al mínimo vital, debe realizar una actividad 
valorativa de las especiales circunstancias que rodean a la persona y a su entorno familiar, 
a sus necesidades básicas, y a los recursos de los que requiere para satisfacerlas, de tal 
forma que pueda determinar, si vista la situación, se esta en presencia de una amenazada, 
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o vulneración efectiva del derecho al mínimo vital, y por ello se hace necesario que se 
otorgue la protección judicial solicitada. 
 
En desarrollo de la anterior línea interpretativa, esta Corporación ha establecido unos 
requisitos que deben ser verificados en un caso concreto de un trabajador o de un 
pensionado, para que se considere que el derecho fundamental al mínimo vital esta siendo 
objeto de amenaza o vulneración como son: que “(i) el salario o mesada sea el ingreso 
exclusivo del trabajador o pensionado o existiendo ingresos adicionales sean insuficientes 
para la cobertura de sus necesidad básicas y que (ii) la falta de pago de la prestación genere 
para el afectado una situación crítica tanto a nivel económico como psicológico, derivada 
de un hecho injustificado, inminente y grave” 
 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 
 
Revisado el sub-lite, encuentra este Despacho que el problema jurídico radica en que ANA 
MILENA PRIETO PATERNINA considera vulnerados sus derechos fundamentales por 
parte del JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES 
DE SOLEDAD con ocasión del embargo de su cuenta de nómina, lo anterior, por orden 
proferida al interior del proceso ejecutivo 2023-0019-00. 
 
Señala la accionante que realizó un crédito educativo con FINTRA SA para cubrir el pago 
del semestre de su hija en la Universidad Simón Bolívar; sin embargo, durante la pandemia 
COVID presentó incumplimiento de las cuotas pactadas. Que el 27 de junio de 2023 le fue 
notificado a su empleador la orden proferida por el Juzgado accionado consistente en la 
medida de embargo del salario, momento además en el cual tuvo conocimiento del proceso. 
Que el 18 de enero del año en curso realizó acuerdo de pago extrajudicial, en el que 
asegura se acordó realizar pagos mensuales por parte de la actora, y el levantamiento de 
las medidas, no obstante que las mismas no fueron levantadas. 
 
Finalmente pone de presente que es madre soltera, que devenga el mínimo y se le hace 
imposible pagar la cuta pactada en el acuerdo y que además le descuenten de nómina con 
ocasión de la medida de embargo. 
 
La titular del Despacho accionado, en su informe asegura que en su juzgado se adelanta el 
proceso ejecutivo impetrado por FINTRA S.A  en contra de la aquí accionante, que en el 
mismo actualmente se dio traslado a las excepciones propuestas por la actora. 
Que de la solicitud de levantamiento de medida de embargo, emitió proveído a través del 
cual, le solicita a la actora el pago de la caución de que trata el artículo 602 que prevé que 
el demandado puede prestar caución por el valor actual de la ejecución aumentada en un 
50%, cuando quiera i) Evitar la práctica de embargos y secuestros que haya solicitado la 
parte actora o ii) Solicitar el levantamiento de las cautelas practicadas; con lo que se 
garantiza que dentro de la oportunidad debida se pagará al acreedor el valor del crédito y 
de las costas, si se dispone por el despacho que prosiga la ejecución. 
 
Que, del acuerdo de pago mencionado por la actora, no tiene conocimiento el despacho. 
 
FINTRA en su informe, señala que ciertamente la actora adquirió un crédito educativo, el 
cual entró en mora motivo por el cual inició proceso ejecutivo para el cobro de lo adeudado, 
que en el mismo se decretó la medida de embargo sobre el salario. Además, asegura que, 
si suscribió acuerdo de pago, sin embargo, en el mismo no se pactó que se levantaría la 
medida decretada al interior del proceso. 
 
Finalmente, la UNIVERSIDAD SIMON BOLIVAR da cuenta al Despacho que la joven AVILA 
PRIETO PAULA ANDREA fue relacionada en el reporte de desembolsos de la entidad 
FINTRA S.A del 13 de enero de 2020, quien financió con la entidad su matrícula del periodo 
2020-1 por valor de $2,072,800. Que no ha vulnerado los derechos que invoca la actora, y 
que las pretensiones de la acción de tutela competen al Juzgado accionado.  
 
Al respecto en reiterada jurisprudencia, la Corte Constitucional ha señalado: “La acción de 
tutela no procede contra providencias judiciales ni cuando se argumente que la decisión 
judicial configura una vía de hecho o que el juez ha cometido "errores protuberantes o 
groseros", pues, semejantes calificaciones se traducen en interpretaciones y criterios 
eminentemente subjetivos, que dependerán, en cada caso, del alcance que a bien tenga 
darle un juzgador a la decisión de otro. Desde luego que este argumento no tiene cabida 
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cuando se trate de revisiones o modificaciones hechas por un superior jerárquico, en razón 
de asuntos que llegan a su conocimiento como consecuencia de la interposición de 
recursos legalmente instituidos para cada proceso, como ocurre con la apelación, la 
revisión, la súplica o la casación. Como se ve, aceptar que el juez de tutela puede invalidar 
providencias de otros jueces en asuntos para cuyo conocimiento éstos tienen asignada 
precisa competencia, se traduce en un claro quebranto al principio democrático de 
autonomía e independencia del juzgador, que conduce a la violación del trámite propio de 
los procesos judiciales, en desconocimiento de postulados jurídicos como el de la cosa 
juzgada, el de la seguridad jurídica y el de la desconcentración de la administración de 
justicia, consagrados en el artículo 228 de la Carta Política. La procedencia de la acción de 
tutela respecto de decisiones judiciales, requiere de la existencia de norma o precepto 
constitucional expreso y previo y supone una regulación normativa concreta, específica y 
singular, lo cual no acaece en Colombia, por lo que el ejercicio de esta acción constitucional 
en las actuales circunstancias no es admisible, por injurídica, impertinente y extraña a 
nuestro ordenamiento jurídico. Así lo imponen postulados que protegen el interés general, 
público, común y social, la imprescindible certeza jurídica, la confianza en las instituciones, 
la preservación de la existencia, organización y funcionamiento del servicio público 
inherente al derecho constitucional fundamental de acceso a la justicia, su prestación 
regular y la autonomía e independencia de los jueces.”  
   
De la situación fáctica puesta de presente, observa el Despacho que la actora pretende a 
través de este mecanismo se ordene al Juzgado accionado a levantar la medida de 
embargo decretada al interior del proceso ejecutivo adelantado por Fintra SA en su contra. 
Además, que le sean devueltos los dineros descontados desde el momento en que se 
materializó la medida de embargo, o que estos dineros sean aportados a la deuda. 
 
Lo anterior, ha sido abordado por la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia, 
señalando que resulta improcedente que el Juez de tutela intervenga en los procesos o 
entre a realizar un juicio de validez de las actuaciones surtidas por el Juez de conocimiento. 
Sumado a lo anterior, el despacho accionado en el informe aporta pantallazo donde da 
cuenta que dio traslado a las excepciones propuestas por la aquí actora, lo que permite 
acreditar que se encuentra ejerciendo su derecho a la defensa. 
 

 
También resulta importante señalar que la solicitud presentada por la actora directamente 
al Juzgado accionado de levantar la medida de embargo, fue debidamente atendida, donde 
le indicaron el pago de la caución para acceder a lo solicitado.  
 
Por todo lo anteriormente expuesto, resulta improcedente conceder el amparo invocado por 
la actora, por cuanto el auto que decreta la medida cautelar no vulnera los derechos 
fundamentales de la actora, además el Juez de tutela no puede desplazar la competencia 
del Juez de conocimiento ni entrar a dirimir en el proceso que adelanta; máxime cuando no 
se evidencia una vulneración al debido proceso. 
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POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 
EN ORALIDAD DE SOLEDAD - ATLÁNTICO, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE 
DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY.- 
 

RESUELVE 
 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE  la acción de tutela presentada por el señor ANA 
MILENA PRIETO PATERNINA, contra JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, por la presunta vulneración de su derecho 
fundamental al MINIMO VITAL Y DIGNIDAD HUMANA de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de esta providencia.  

 
SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 
de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 

  
TERCERO: En su oportunidad en caso de no ser impugnado el presente fallo, remítase el 
expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo 
dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 

 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


